	Fecha
	 4 de mayo de 1967
	Sesión número
	19

	Motivo: Amparo

	Recurrente: ELICINIO MONGE GAMBOA

	Recurrido: MINISTRO DE LA PRESIDENCIA, MINISTRO DE TRANSPORTES Y DIRECTOR GENERAL DE LA GUARDIA CIVIL

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que es concesionario y brinda servicio de transporte remunerado de personas. Que por no poder conformar la operación a la elevación actual de costos, se vio obligado a decidir el cese de prestación del servicio momentáneamente. Que sin que exista decreto o mandato judicial alguno, y por órdenes de los recurridos, se presentaron autoridades en su propiedad privada, procediendo al decomiso, incautación y despojo del autobús con el que presta el servicio, el cual además, está siendo operado por funcionarios del Ministerio de Transportes.

	Respuesta del recurrido: Informan los recurridos que el recurrente se unió al movimiento general de paro de los servicios de transporte remunerado de personas en vehículos automotores, que tuvo origen en un acuerdo ilegal. Que la Guardia Civil, del Resguardo Fiscal y de la Dirección de Tránsito, de conformidad con el Decreto Ejecutivo N° 3 de 24 de abril de 1967 que declara emergencia nacional la paralización de este servicio público, con fundamento en los artículos 61 y 140, incisos 6) 8) 16) y 18) de la Constitución Política; 1, 17 inciso b) y e), 24 y 41 de la Ley Reguladora del Transporte Remunerado de Personas en Vehículos Automotores, 268, 376 y 381 del Código de Trabajo, tomaron posesión momentánea de todas las unidades que ilegalmente se sustrajeron del servicio público a que estaban obligadas mediante las respectivas concesiones y, con el fin exclusivo de ponerlas al servicio en beneficio de los usuarios de las rutas afectadas, sin que tal medida implicara despojo, decomiso o incautación  contra persona alguna. 

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. La materia de que trata la Ley Reguladora del Transporte Remunerado de Personas en Vehículos Automotores, constituye uno de los más importantes servicios públicos, pues se dirige a satisfacer necesidades colectivas de carácter esencial.  El régimen de “concesiones de servicio público” no se rige por el derecho privado sino por disposiciones y principios de rango superior, orientados hacia la mejor satisfacción de los servicios en interés de la comunidad en general, pues el transporte es un factor insustituible en el desarrollo de la economía, y de allí el señalado interés público que lo caracteriza. Frente a la pretendida lesión de un derecho privado, discutible por otros causes legales, tienen que ser preponderantes el interés público y la impostergable necesidad de los usuarios del transporte, de manera que no ha podido violarse el derecho de propiedad privada que consagra el artículo 45 de la Constitución Política, ni las demás disposiciones constitucionales que se indican; porque además de que en el presente caso no se ha producido una expropiación sino una ocupación temporal de los vehículos dedicados al servicio de transporte, la misma citada regla del artículo 45 establece salvedades para los casos de “conmoción interior” y de “estado de emergencia” y es evidente que la paralización del transporte origina un estado de esa índole y constituye un germen de conmoción interior que puede ser de gravísimos resultados para la seguridad de personas y bienes y para la economía nacional.  


N° 19
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día cuatro de mayo de mil novecientos sesenta y siete, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Elizondo, Quirós, Ramírez, Jacobo, Jiménez, Coto, Bejarano, Soto, Fernández, Acosta, Jugo, Trejos, Odio  y Porter.
Artículo II
Previa lectura del memorial que hace pocos minutos presentó a la Secretaría de esta Corte el Bachiller en Leyes señor Luis Enrique Chaves Soto, en su carácter de apoderado especial judicial del recurrente Elicinio Monge Gamboa, se entró a conocer del recuso de Amparo establecido por éste contra los señores Ministro de la Presidencia y de Transportes y Director General de la Guardia Civil, recurso que se apoya en las siguientes razones:
“HECHOS

1.- Soy propietario del vehículo de servicio urbano para transporte remunerado de personas –autobús – placas número SJB 173, con que brindo servicio público de transporte entre Desamparados de esta provincia y el centro de la ciudad de San José.

2.- Por no poder conformar la operación a la elevación actual de costos, especialmente aumento tributario de importación de los repuestos del vehículo, que impone a mayor número de horas de operación y trabajo, mayor pérdida, me vi obligado a decidir el cese de prestación del servicio momentáneamente, mientras se obtenía de los organismos públicos competentes, acuerdo sobre exoneración o rebaja de impuestos de importación repuestos, y concesión de divisas al tipo oficial sin recargos del mercado negro que estableció la imposición de medidas económicas por el Banco Central y el Poder Ejecutivo en fecha reciente.
3.- En horas de hoy, personas no identificadas, pero portando armas ostensible y públicamente, que los caracteriza como autoridades de Policía o Guardia Civil, Resguardo y Dirección del Tránsito, manifestando estar cumpliendo órdenes superiores de Ministro de Seguridad Pública y de la Presidencia, Sr. Diego Trejos Fonseca, del Director General de la Guardia Civil Coronel Marino Donato, y del Director de Transporte Automotor dependiente del Ministerio de Transportes, señor Rigoberto Urbina, de todos los cuales ignoro demás calidades, y son vecinos de San José, mayores, costarricenses, se presentaron las dichas autoridades en propiedad privada, procediendo a su decomiso, incautación y despojo.

4.- A la fecha de esa incautación, y a la hora en que se operó, no existe mandato judicial ninguno que faculte ese despojo, anteponiendo esa condición de primera, en un régimen de derecho y de PROPIEDAD PRIVADA como el nuestro, donde solo entendemos que sea válido el despojo de bienes privados, mediante orden judicial competente, que en este caso se sustituyó la dicha orden con la ostentación armada de la fuerza militar numerosa que tomó posesión a modo de bien mostrenco, del autobús de mi propiedad.

5.- Aun como sucedáneo de la orden judicial de haber existido siquiera decreto ejecutivo o mandato ministerio escrito, nos debió ser debidamente notificado para el uso o no de los recursos que contra ellos pueden derivarse en las leyes de la República.-  Tampoco se ha dictado, publicado, notificado ni emitido, decreto, mandato, orden ni siquiera simple aviso ordenando por el Poder Público, la incautación de unidades transporte público.

6.- Conforme disposición expresa de ley 3503, de 10 de mayo de 1965, Reguladora del Transporte Remunerado de Personas en Vehículos Automotores, artículos 12 a 15, Capítulo VII se determinan las condiciones de otorgamiento de concesiones para la prestación del servicio, y en Capítulo VIII, artículos 16 y 17, se expresan las obligaciones del empresario adjudicatario en la concesión para prestar ese servicio.  El inciso e), artículo 16 de dicha ley, el empresario no deberá suspender la prestación del servicio.

El artículo 18 misma ley, indica la facultad del Poder Público para hacer efectiva, contra la fianza conexa a la concesión de la línea que por cinco mil colones señala la ley que debe rendirse, la responsabilidad del concesionario en dándose el cumplimiento de sus obligaciones. El Capítulo XI, misma ley, artículo 24, impone al Poder Ejecutivo, en su Ministro de Transporte, el procedimiento obligante de cumplir por él, para decretar la caducidad de una concesión.


Si se diera razón al cese de la prestación  del servicio en que incurrí, para declarar la caducidad de la concesión, no he sido apercibido, notificado ni se me ha concedido audiencia hasta por cinco días para alegar lo pertinente.

No contiene, en parte ninguna, la dicha ley, y por lo contrario nuestra Constitución Política reafirma el derecho pleno a ello, que el poder público, llámese Poder Ejecutivo, Guardia Civil, Ministro de la Presidencia y de Seguridad Pública o de Transportes, tengan facultad para despojar, sin la indemnización previa conforme a la ley, ningún bien de propiedad privada.


Aquí – lejanos a la gran prisión tras el telón de hierro, ya la gran cárcel física y del pensamiento que opera en Cuba – existe pleno y amplio, un régimen de propiedad privada, y mi autobús, el vehículo placas SJB 173, es propiedad privada del suscrito.

De darse el decreto o acuerdo o resolución, asumiendo hipotéticamente que fuera legal, caducando o dejando sin efecto la concesión de la línea o derecho a explotar determinada ruta de transporte remunerado de personas, sería esa la concesión solamente la concesión, por ser las líneas reserva que dejó en su favor el Estado, lo que el Poder Público declare caduca y reintegrada a su disfrute y dominio, pero no, jamás no, el vehículo que sigue siendo propio mío.


A modo de ejemplo, cito cuando por razones de ley se decreta el cierre o clausura de salón público o cantina, y la caducidad o anulación de sus patentes de comercio, se entenderá extendido el acuerdo de incautación del inmueble donde opera el comercio?  


El decreto de la Gobernación de una provincia, o Municipal, que ordene clausurar o caducar el derecho o concesión para explotar un comercio, impone y apareja el remate o despojo manu militari del inmueble donde se ubique el comercio?


Ignoro los alcances de la legislación en las tierras de Mao Tse Tung, o del Fidel Castro al efecto, pero sí conozco que el artículo 45 de nuestra Constitución Política, garantiza el disfrute pleno, sin inquietud, de la propiedad privada.


Caducar – pero aun no caducada válida ni legalmente – una concesión de línea, apareja el despojo, daño, incautación y uso y abuso de la unidad o vehículo al cual se le cancelara la concesión en este supuesto?


Sigo creyendo que no, y al amparo de nuestra Carta Magna, y de Ley 1161 de 2 de junio de 1950 del Recurso de Amparo contra esas violaciones y desmanes del poder público, someto al ilustrado conocimiento de esa Hon. Corte esta gestión.
DERECHO:



Con fundamento en artículo 41 a 45 de nuestra Constitución Política, los señores Ministros de la Presidencia y de Seguridad Pública, de Transportes, los Directores de la Guardia Civil y de Transporte Automotor, están excediendo su capacidad legal dentro de su cargo, al ordenar, no dándose la situación de emergencia pública ni guerra, incautarse, decomisar violentado garajes y propiedades privadas o en la vía pública, de los vehículos que caso concreto del mío Placas SJB 173, no están prestando servicio público ante la presión económica de imposibilidad de operar con aumentos constantes, gravosos e imposibles de asimilar por la empresa, y agravando más sus violaciones legales, pues al incautar manu militari de ellos, los operan, los explotan, recaudan sus ingresos, y no enteran el producto de ellos diariamente, ignorando el suscrito si la recaudación que alguna vez deberán reintegrar, corresponde fielmente a las suma pagadas por los usuarios.


Bien podría llegarse en el exceso del poder a despojar de una concesión de líneas, y del vehículo, pero no tanto, sin tipificar hechos que no corresponden a la vía civil, como es cobrar sumas ajenas contra la expresa negativa del propietario legítimo de ese ingreso.


Podría darse repitiendo ejemplo anterior, que una autoridad ordene cierre y clausura de un comercio, pero abrirlo en sustitución de su legítimo propietario, y retener las sumas producto de sus ingresos diarios, ya no es violación constitucional, sino uso indebido de esa autoridad de este supuesto, de fondos ajenas, de dinero propiedad particular, extremo hasta donde jamás ha llegado, sin que la justicia detenga ese abuso, ninguna otra autoridad de Costa Rica, incluyendo las más negras, y nefastas épocas de nuestra vida democrática.


Fundamenta este recurso, las disposiciones de Ley 1161, de 2 de junio de 1950, del Recurso de Amparo.  Igualmente, se invoca la aplicación de ley número 3503, de 10 de mayo de 1965, Reguladora del Transporte Remunerado de personas en vehículos automotores.

PETITORIA


En descanso de lo expuesto, y fundamentos legales citados, de modo expreso, atento y respetuoso, pido:

Que en sentencia del presente recurso de Amparo, se acojan los extremos siguientes:

1.- Que los Sres. Ministro de Seguridad Pública  de la Presidencia, Sr. Diego Trejos Fonseca, el señor Ministro de Transportes Dn. José Joaquín Rodríguez Calvo, el Director de la Guardia Civil Marino Donato Magurno y Director General de Transporte Automotor, dependiente del Ministerio de Transporte, Dn. Rigoberto Urbina, mayores, funcionarios públicos, costarricenses, de oficio y demás calidades que ignoro, han violentado la ley, incurriendo en gravoso e ilegal atropello a mis derechos de ciudadano, al ordenar el comiso, retención, uso y abuso, operación y recaudación de sus ingresos, del vehículo – autobús – placas SJB 173, de mi propiedad.

2.- Que de manera inmediata deben devolver los citados funcionarios, el vehículo de mi propiedad que retienen y que están obligados a devolver y están haciendo operar con subalterno suyos, o personas que desconozco, por las rutas del servicio urbano de San José.

3.- Que deben abstenerse, los mismos demandados, de mantener la medida y orden emanadas de ellos, para incautarse de mi vehículo.

4.- Que igualmente, deben moderar el exceso de poder en que están incurriendo y extra límite de sus funciones en que han incurrido en mi perjuicio.
5.- Que deben abstenerse en el futuro, y en mi perjuicio, de toda medida personal, militar, o por medio de mandatarios suyos o subalternos, que me inquieten en el disfrute pacífico, quieto o amplio, de mi derecho exclusivo de propiedad sobre un vehículo sobre el que el Estado o los funcionarios públicos por quien actúan, está ejerciendo coactiva retención,  y más aún, de los productos o ingresos que rinde ese vehículo de mi propiedad.

6.- Que cuanto más, y previo cumplimiento de los trámites de ley 3503 citada, dichos funcionarios contra que opongo este recurso, podrían intentar la acción de recuperar la suma de fianza, o perjuicio limitado a ese monto de C.5.000.oo (cinco mil colones), de que dice el artículo 18 de esa ley que debe limitarse la acción estatal cuando se de incumplimiento de las bases convencionales de la concesión para operar líneas de transporte remunerado de personas a un empresario.
7.- Que violentada la ley, abusando del poder depositado en su condición de funcionarios públicos, y del ramo militar, deberán reintegrarme de modo inmediato al uso pacífico sin inquietud de mis bienes personales (la propiedad personal de la unidad placas SJB 173) y derivada de ella, el dominio, posesión y explotación a mi conveniencia.
Ruego resolver de conformidad.

Adiciono: petición de que se condene a los mencionados funcionarios al pago de los daños y perjuicios en que han incurrido en mi perjuicio con su acción violatoria de mi derecho de propiedad.

Notificaciones; en oficina de la Cámara Nacional de Transportes, y a los funcionarios contra que opongo este recurso en sus despachos en los respectivos departamentos y ministerios citados. San José, abril 24 del 67. Elicinio Monge Gamboa, ced. 1-148-980. Aut. Lic. Dagoberto Fallas V.”

El señor Arquitecto Diego Trejos Fonseca, Ministro de la Presidencia y de Seguridad Pública, contestó el informe correspondiente, al que se adhirieron los señores Ingeniero José  Joaquín Rodríguez Calvo, Ministro de Transportes, y Marino Donato Magurni, Director General de la Guardia Civil, en la siguiente forma:

“HECHOS


Con referencia a los hechos en los cuales se hace descansar el recurso, el informe solicitado puede concretarse en la siguiente forma:
1.- Es cierto que el recurrente es propietario del vehículo que menciona, con el cual presta servicio público de transporte de personas entre el cantón de Desamparados y la ciudad de San José.
2.- Es también cierto que el citado recurrente decidió unirse a un movimiento general de paro de los servicios de transporte remunerado de personas en vehículos automotores, movimiento que tuvo origen en un acuerdo ilegal adoptado por varios concesionarios.

3.- Es igualmente cierto que el día 24 de abril de este año elementos de la Guardia Civil, del Resguardo Fiscal y de la Dirección de Tránsito, cumpliendo órdenes superiores de los Ministerios de  la Presidencia y Seguridad Pública y del Ministerio de Transportes, tomaron posesión momentánea de todas las unidades que ilegalmente se sustrajeron del servicio público a que estaban obligadas y adscritas, y, entre ellas del vehículo de propiedad del señor Monge, con el fin exclusivo de ponerlas al servicio a que estaban comprometidas en beneficio de los usuarios de las rutas afectadas, sin que tal medida se limitara a la unidad del quejoso ni implicara despojo, decomiso o incautación  contra persona alguna.

4.- No es verdad que las medidas adoptadas por los Ministerios mencionados carecieran de fundamento legal, conforme se explicará más adelante.

5.- Conocida públicamente la decisión tomada por algunos concesionarios del servicio de transporte de personas, de suspender de hecho y sin ninguna autorización los servicios a que se habían obligado mediante las respectivas concesiones, se les enviaron telegramas y aviso conminándolos a desistir de su ilegal actuación y se emitió el mismo día del Decreto N° 3 de 24 de abril de 1967, a que luego se hará referencia.

6.- Reconozco la existencia de las disposiciones legales que el señor Monge menciona en el hecho sexto de su recurso, pero no admito que no fuera apercibido ni notificado de continuar con la prestación del servicio a partir del momento en que fue de nuestro conocimiento que se había sumado al movimiento que pretendía suspenderlo.

DERECHO

Dispone el artículo 1° de la Ley de Amparo N° 1161 de 2 de junio de 1950 que el recurso de inconstitucionalidad y el recurso de hábeas corpus se regirán por sus leyes especiales: lo cual implica necesariamente, que no procede el recurso de amparo cuando las autoridades han procedido en cumplimiento de disposiciones legislativas, reglamentarias y, menos aún, cuando lo han hecho en uso de las facultades fundamentales que les confiere la Constitución Política.


De conformidad con el artículo 10° de la Carta Magna “corresponde a la Corte Suprema de Justicia, por votación no menor de dos tercios del total de sus miembros, declarar la inconstitucionalidad de las disposiciones del Poder Legislativo y de los decretos del Poder Ejecutivo”, y según el artículo 962° del Código de Procedimientos Civiles “las demandas para que se declare la inaplicabilidad de una ley, decreto, acuerdo o resolución por considerarlos contrarios a una disposición constitucional, serán presentadas en la Secretaría de la Corte, tramitadas por el Presidente de la Corte Plena y resueltas por ésta con la concurrencia de todos sus miembros”.

Cabe mencionar, igualmente, el inciso a) del artículo 3° de la Ley de Amparo, que impide la procedencia del recurso que ella establece “contra disposiciones legislativas – como las que citaremos luego – para concluir, que el recurso de amparo es improcedente en este caso y debe ser rechazado de plano de conformidad con el artículo 9° de la propia ley, supuesto que se procedió en un todo dentro de la legalidad para evitar que un servicio público de tan extraordinaria importancia como es el de transporte de las personas en los vehículos automotores quedara paralizado y pusiera en grave peligro la satisfacción de la necesidades más primordiales de una sociedad e hicieran inefectiva la garantía constitucional que asegura la libre locomoción de los ciudadanos.

En efecto el artículo 1° de la Ley Reguladora del Transporte Remunerado de Personas en Vehículos Automotores, establece que el transporte “que se lleve a cabo por calles, carreteras y caminos dentro del territorio de la República, es un servicio público cuya prestación es exclusiva del Estado, el cual la podrá ejercer directamente o a través de particulares a quienes expresamente autorice de acuerdo con las normas que aquí se establecen”.


El artículo 17 de la misma ley obliga al empresario “a realizar el transporte en toda la ruta específica en la concesión y a efectuar el recorrido conforme a los horarios e itinerarios aprobados” (inciso b); y también lo obliga “a no suspender la prestación del servicio correspondiente durante la vigencia de la concesión” (inciso e).


El artículo 61° de nuestra Constitución Política prohíbe el derecho de paro en los servicios públicos y el Código de Trabajo (artículo 381°), en caso de paro total, “si se tratare de servicios públicos en manos de empresarios particulares, el Poder Ejecutivo podrá, con ese fin, asumir su control temporal”.


El Procurador Administrativo francés, Corneille, en un caso sometido al conocimiento del Consejo de Estado de Francia, expuso lo siguiente:


“En todo contrato que interesa al funcionamiento mismo de los servicios públicos el Estado no contrata como un simple particular.   No busca la gestión de intereses estrechos para el individuo, de intereses individualizados. El Estado contrata en estos casos para una colectividad, para el público, para los usuarios del servicio (público), para el interés colectivo general.  Y entonces en todas las ocasiones en las que formaliza un contrato de servicio público, hace algo distinto de lo que hace el contratante común, de un contrato regido por el D. Civil o el Código de Comercio.  Y porque hace cosa distinta, no puede aplicarse a esta materia las mismas reglas que a los contratos de derecho común; es la lógica de los hechos y es, consecuentemente, el derecho (Citado por Laubadere, cit. Tomo II, Traité Theorique et Practique des Contrats Administratifs)”.


Y el propio Laubadere añade:


“Si el fin de interés general que el contrato administrativo intenta servir es suficiente para imprimirle una naturaleza particular, es evidente que la utilización por la persona pública contratante de sus privilegios de poder público constituye un factor de originalidad todavía más notorio.  Porque, en la ejecución misma del contrato, la Administración conserva en cierta medida el uso de las prerrogativas de derecho público que le son propias”. (op.cit. Tomo II, pág. 22)

Leo Blum, Comisario de Gobierno del mismo país, citando a Long, Weill et Braibaut, ( Les grands arrets de la Jurisprudence Administrative, pags. 91 y 92) alegó en otro famoso caso que:

“El Estado no puede desinteresarse del servicio público (de transportes) una vez concedido.  El servicio que se encuentra concedido, sin duda alguna, pero no por ello es menos servicio público.  La concesión….no equivale a un abandono, a una claudicación.  El Estado continúa siendo garante de la ejecución del servicio frente a la universalidad de los ciudadanos”.


Saroit Badaoit (Le Fait du Prince dans les Contrats Administratifs, pág. 3) explica que:

“La huelga en los servicios públicos puede causar las más graves perturbaciones.  La administración no podría permanecer indiferente a los conflictos que confrontan al concesionario con su personal.  La preocupación por el funcionamiento regular e ininterrumpido del servicio constituye una causa poderosa a favor de su intervención”.


La Corte Suprema de Justicia de los Estados Unidos, en el caso de Munn vs Illinois (94 v. s113, 1877) afirmó el principio según el cual:


“Cuando alguno dedica su propiedad a un uso en el cual el público tiene un interés, concede, en efecto, al público un interés en ese uso y debe someterse a ser controlado por el público para el bien común en la extensión del interés que ha creado de esa manera” (Walter Dodd, Cases and Materials on Constitutional Law, pág. 1025, 5ta. Ed.)

Fue así como con base en el artículo 140, que le impone al Poder Ejecutivo “mantener el orden y la tranquilidad de la nación, tomar las providencias necesarias para el resguardo de las libertades públicas (inciso 6°); que lo obliga a “vigilar en buen funcionamiento de los servicios y dependencias administrativas”; (inciso 8°); que lo faculta a “disponer de la fuerza pública para preservar el orden, defensa y seguridad del país”, (inciso 16) y que le atribuye la función de expedir “los demás reglamentos y ordenanzas necesarias para la pronta ejecución de las leyes”(inciso 18), que el Consejo de Gobierno, sin incurrir en arbitrariedad alguna y, por el contrario, velando celosamente por la seguridad y normalidad nacionales y los intereses de los usuarios del servicio de transporte automotor expidió el Decreto – cuya constitucionalidad no ha sido ni, en mi criterio, podría ser declarada – y que dice:
“CONSEJO DE GOBIERNO

N° 3

24 de abril de 1967

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

EL MINISTRO DE TRANSPORTES Y 

EL MINISTRO DE SEGURIDAD PÚBLICA

En vista de la situación de emergencia nacional producida por la paralización ilegal de servicios públicos de transporte remunerado de personas en vehículos automotores; con fundamento en los artículos 61 y 140, incisos 6) 8) 16) y 18), de la Constitución Política; 1, 17 inciso b) y e), 24 y 41 de la Ley N° 3503 de 10 de mayo de 1965, 268, 376 y 391 del Código de Trabajo, y de acuerdo con lo resuelto por el Consejo de Gobierno en sesión de esta fecha,

DECRETAN:

Artículo 1°- El Ministerio de Transportes tomará a su cargo y asumirá el control temporal de la prestación del servicio público de transporte remunerado de personas en vehículos automotores, cuyos concesionarios hayan suspendido o suspendan ese servicio público.
Artículo 2°- Los vehículos automotores adscritos a dichos servicios públicos por la respectiva concesión, continuarán funcionando bajo la dirección, el control y la vigilancia del Ministerio de Transportes, hasta tanto no sea declarada la caducidad de la concesión ni otorgada una nueva.

Artículo 3°- Para el inmediato cumplimiento de este decreto, el Ministerio de Transportes, en coordinación con el Ministerio de Seguridad Pública, queda autorizado para usar la Fuerza Pública, a fin de preservar la libertad de locomoción, el orden y la seguridad de país.

Artículo 4- Este decreto rige a partir del día de hoy.  

Dado en la Casa Presidencial.  San José, a los veinticuatro días del mes de abril de mil novecientos sesenta y siete. PUBLIQUESE. J.J. Trejos Fernández. El Ministro de Transportes J.J. Rodríguez. El Ministro de Seguridad Pública Diego Trejos”


Conforme a todo lo dicho, respetuosamente solicito que el recurso sea rechazado de plano por cuanto las violaciones constitucionales alegadas por el recurrente no han tenido lugar. El vehículo que le pertenece no ha sido expropiado ni su derecho de propiedad violado, ni le han sido estorbadas al quejoso los recursos legales y judiciales que las leyes le brindan.  La unidad que le pertenece y que estaba comprendida o adscrita, por su propia voluntad, a un servicio público de interés nacional, fue usada, exclusivamente, en tal servicio, ante su propia e injustificada rebeldía, respetando sus derechos de propiedad y usufructo, contra los cuales ninguna medida ha tomado el gobierno que significan detrimento patrimonial para el actor.


Cualquier reclamo o acción que, en su criterio, le asista, deberá someterlo a la jurisdicción Contencioso-Administrativa, de acuerdo con la Ley Reguladora de esa materia, cuyo artículo 2° dispone: “Conocerá también la Jurisdicción Contencioso-Administrativa: a) De lo relativo al cumplimiento, interpretación y efectos de los contratos, cualquiera que sea la naturaleza jurídica celebrados por el Estado y demás entidades de Derecho Público, cuando tuvieren por finalidad obras y servicios públicos de toda especie”.  Para oír notificaciones señala la Oficina de la Procuraduría General de la República. San José, veintiséis de abril de mil novecientos sesenta y siete. Firma Ilegible”.

Discutido ampliamente el recurso de Amparo que se examina, se acordó, por unanimidad, declarar sin lugar el recurso, con base en las consideraciones que a continuación se enuncian:

De acuerdo con la mejor doctrina jurídica y también de conformidad con lo que dispone la Ley Reguladora del Transporte Remunerado de Personas en Vehículos Automotores, N° 3503 de 10 de mayo de 1965, la materia de que trata esa ley constituye uno de los más importantes servicios públicos, pues se dirige a satisfacer necesidades colectivas de carácter esencial.  Cuando el Estado no realiza directamente esa actividad, entonces lo hace de un modo indirecto, por medio de un régimen de “concesiones de servicio público”, que no se rige por el derecho privado sino por una serie de disposiciones y principios de rango superior, orientados todos ellos hacia la mejor satisfacción de los servicios en interés no solo de los usuarios sino de la comunidad en general, pues el transporte es un factor insustituible en el desarrollo de la economía, y de allí el señalado interés público que lo caracteriza.  Esto justifica que los órganos de la Administración estén constreñidos a intervenir de un modo rápido e inaplazable, por los medios a su alcance, cuando esos servicios se suspenden u obstaculizan por situaciones extrañas a su normal desenvolvimiento.  De manera que el cese del servicio, admitido aquí por el propio recurrente, actitud que al mismo tiempo adoptaron otros empresarios, de sustraer vehículos de las diversas rutas que estaban a su cargo dentro de lo previsto en la respectiva concesión, facultó a la Administración, en natural previsión de males de mayor entidad, para disponer compulsivamente la continuidad del servicio que de un modo ilegal se había paralizado.  En esas condiciones, frente a la pretendida lesión de un derecho privado, discutible por otros causes legales, tienen que ser preponderantes el interés público y la impostergable necesidad de los usuarios del transporte, de manera que no ha podido violarse el derecho de propiedad privada que consagra el artículo 45 de la Constitución Política, ni las demás disposiciones constitucionales que se indican; porque además de que en el presente caso no se ha producido una expropiación sino una ocupación temporal de los vehículos dedicados al servicio de transporte, la misma citada regla del artículo 45 establece salvedades para los casos de “conmoción interior” y de “estado de emergencia” y es evidente que la paralización del transporte origina un estado de esa índole y constituye un germen de conmoción interior que puede ser de gravísimos resultados para la seguridad de personas y bienes y para la economía nacional.  Enrique Sayagués Laso, en el Tomo II de su Tratado de Derecho Administrativo, al examinar el régimen de las Concesiones de Servicio Público, hace la siguiente exposición: “El servicio ha de cumplirse – igual que cuando es administrado directamente – en forma continua, con regularidad y en igualdad de condiciones para los usuarios.  De ahí deriva, entre otras consecuencias, que el concesionario debe hacer el máximun de esfuerzos posibles para no interrumpir la prestación del servicio, pues está de por medio el interés de la colectividad.  Si el concesionario no cumple, la administración puede recurrir a la imposición de sanciones como medio de obtener que ejecute el servicio en debida forma.  Esa potestad de la administración concedente es de principio, o sea que no requiere textos expresos, siendo un corolario lógico de los poderes de contralor de aquélla, y se regula por normas y principios de derecho público, pues las soluciones del derecho civil resultan evidentemente inadecuadas para resolver los problemas que plantea el incumplimiento del concesionario.  Las sanciones que pueden imponerse son muy variadas: multas, suspensión de beneficios económicos, daños y perjuicios, ejecución del servicio, caducidad, etc.  Cuando el incumplimiento del concesionario afecta seriamente el normal desarrollo del servicio, la administración concedente puede tomar posesión de la empresa, y, sustituyéndose al concesionario, hacer funcionar el servicio”.

Es indudable, por otra parte, que la forzosa ocupación temporal de los vehículos, tanto del señor Monge Gamboa como de otros numerosos empresarios que también de hecho e ilegalmente decidieron el paro, si se analiza de acuerdo con los fines específicos contemplados en la concesión, encuentran respaldo no solamente las pertinentes consideraciones del Decreto Ejecutivo N° 3 de 24 de abril recién pasado, sino también en los artículos 61 y 140, incisos 6°, 8° y 16 de la Constitución Política; 1°, 17 incisos b) y e), 24 y 41 de la Ley N° 3503 de 10 de mayo de 1965; y 368, 376 y 381 del Código de Trabajo.  En resumen, estimándose legítima y oportuna la actitud que adoptaron los funcionarios contra quienes se recurre en este vía, enfrentados a la situación irregular creada con el paro de los servicios de transportes, una de cuyas características principales es la de que no pueden ser interrumpidos, resulta de rigor, en el conflicto de interés planteado, tener que rechazar el presente recurso, porque si bien es cierto que la ley de Amparo garantiza el goce de los derechos consagrados en la Constitución Política, a su vez esa garantía presupone que, en su caso, el recurrente también haya observado de manera cabal los deberes que como empresario de transporte están a su cargo. 
